B. Nahum y otros, “Historia Uruguaya. Crisis política y recuperación económica. 1930-1958”. 
Políticas sociales
A) El Estado "benefactor"
Cabe señalar una vez más el peso que en el éxito de esta política tenía la bonanza económica vivida hasta los primeros años de la década del 50, así como sus limitaciones en cuanto a generar un crecimiento industrial autosostenido sin transformar las estructuras productivas del medio rural. Pero, justamente, fue esa coyuntura de prosperidad la que posibilitó la transferencia de ingresos originados en el sector agroexportador a los otros grupos sociales. Según Luis Batlle, la acción redistributiva del ingreso a desplegar por el Esta​do, no se limitaba a razones de solidarismo e igualitarismo social. El Estado debía "adelantarse" a los reclamos como forma de evitar las luchas sociales; debía representar el papel de árbitro en la sociedad. Esta política contribuía, además, a elevar el poder adquisitivo de la población y, consecuentemente, a ensanchar el mercado interno, prácticamente el único consumidor de la indus​tria nacional. La acción del Estado benefactor era de colaboración con el man​tenimiento y desarrollo del capitalismo en el país. Los enfrentamientos socia​les debían trasladarse al plano de la división internacional del trabajo. Empre​sarios, trabajadores y Estado, según esta postura, debían enfrentar juntos las derivaciones de nuestra posición subordinada frente a los países desarrollados. Las principales modalidades adoptadas para todos estos fines fueron el contralor de precios de artículos de primera necesidad, el mantenimiento del salario real a través de la creación de los Consejos de Salarios (que serán analizados más adelante), el acrecentamiento de empleos públicos (a fin de contener la des​ocupación generada fundamentalmente en el ámbito rural ganadero) y el desa​rrollo de la legislación laboral y social.
Los excedentes generados por la suba internacional de precios de los produc​tos agropecuarios se emplearon, por ejemplo, en el subsidio a los artículos de primera necesidad. Leche, pan y carne recibieron este apoyo, aunque funda​mentalmente limitado a la población montevideana. El Estado otorgaba una compensación a los productores e intervenía en la fijación del precio de venta al público.
Se creó el Consejo Nacional de Subsistencias (en 1947, aunque, con atribucio​nes menores, existía desde años atrás una Junta de Subsistencias), con la fina​lidad de controlar los precios de los artículos de primera necesidad. El organis​mo se encargaría de fiscalizar los costos de dichos artículos y realizar la venta de los mismos sin carácter de lucro y con la finalidad de regular y testificar la plaza (Su lema sería: "Abastece, atestigua, abarata").
B) Legislación laboral y social
Además de la ley de creación de Consejos de Salarios (1943), fueron aprobadas otras disposiciones para regular las condiciones de trabajo en el país. En 1946 se sancionó e! Estatuto de! Peón Rural (luego de un trámite parlamen​tario de más de tres años) fijando pautas de remuneración, condiciones labora​les y amparo a la familia de los trabajadores del campo. Otro problema serio, determinado por ei atraso en las formas de explotación de la ganadería, era la desocupación periódica en los frigoríficos y barracas de lanas, cueros y afines. En el primer caso, por ejemplo, la inexistencia de forrajes o praderas mejoradas imposibilitaba la entrega continua de ganado para !a faena, llegándose a niveles cercanos a la paralización de la actividad en los meses de invierno.
Por este motivo, surgieron las Cajas de Compensación por Desocupación (en 1944 para los Frigoríficos y a! año siguiente para Barracas de Lanas, Cueros y afines), que pagaban un subsidio por el tiempo de inactividad y establecían ei sistema de bolsas de trabajo para cubrir las vacantes.
Otras mejoras introducidas fueron las siguientes: en 1941 se modificó el régi​men general de reparación por accidentes de trabajo y enfermedades profesio​nales; en 1944 se estableció la indemnización por despido en todos los gre​mios, y en 1945 se generalizó el derecho a vacaciones pagas (reglamentado dos años más tarde).
La creación de las Asignaciones Familiares (1943) y su centralización en el Consejo de Asignaciones Familiares (1950) marcó la extensión de los benefi​cios sociales al núcleo familiar, instituido como organismo paraestatal (es de​cir, de integración mixta, presidente designado por el Poder Ejecutivo y seis miembros más correspondientes en partes iguales a delegados patronales y obreros), otorgaba prestaciones a hijos de obreros o trabajadores menores de i 4 años.
Ampliábase el beneficio hasta los 16 años si se comprobaba la continuación de los estudios y hasta los 18 en los casos de lisiados o incapacitados. Además, los servicios se fueron ampliando hacia la cobertura sanitaria (Cen​tros Materno Infantiles).
Otras medidas como la fijación de un salario por maternidad y reglas para la equiparación del salario femenino respecto al del hombre en los casos de igual productividad, completaban este proceso.
El régimen de previsión social fue el que generó las mayores polémicas. Las condiciones económicas favorables estimulaban la extensión del sistema jubilatorio. Con la incorporación del servicio doméstico (¡942) y de los traba​jadores rurales (1943), dicho beneficio se extendió a todos los sectores de actividad.
En 1948 se abandonó la unificación del servicio realizada bajo el terrismo, estable​ciéndose tres Cajas: Civil, de Industria y Comercio, Rural y de Servicio Doméstico. Junto a ellas funcionaban (o irían creándose) en forma paralela, Cajas que otorgaban jubilaciones especiales a ciertas actividades: Caja Militar, Caja Bancaria, Caja Notarial, Caja de Profesionales Universitarios, etc. Dos finalidades contradictorias habían guiado las diferentes leyes jubilatorias (que según el Dr. Héctor Hugo Barbagelata superaban las doscientas, dando cuenta de lo complejo y casuístico del sistema):
—contrabalancear el desempleo, mediante la posibilidad de jubilaciones tem​pranas, compensando menor edad con mayor cantidad de años de trabajo (por ejemplo, en el hombre, lograr el puntaje necesario a los 55 años si había traba​jado durante 35); la posibilidad de retirarse para quienes con diez años de trabajo hubieran sido despedidos o se tratara de mujeres con hijos pequeños (ley "madre").
—contener las jubilaciones tempranas a través de estímulos para la permanen​cia en actividad. En 1951 se creó el beneficio de retiro para los empleados civiles y militares que permanecieran en actividad luego de 30 años de trabajo, extendiéndose luego a aquellos que se habían jubilado con anterioridad a la ley, así como a otras Cajas. Las compensaciones alcanzaban, en caso de 40 años de labor, a 18 meses de sueldo.
En general, existe consenso acerca de las causas del deterioro del sistema de previsión social operado en el período, así como del alejamiento del cumpli​miento de sus fines específicos.
El envejecimiento de la población del país repercutió directamente en la finan​ciación del sistema: en 1929, un 5% del total tenía 60 años o más; en 1963 la cifra creció a más de un 11 % (y ya se dijo que podía obtenerse la jubilación antes de esa edad).
La politización de que fueron objeto las Cajas, a través del nombramiento de los Directorios en base a la afiliación partidaria, constituye otro factor a tener en cuenta. La burocratización creciente a través de la concesión de empleos, no siempre en función de las capacidades sino en general de ¡as afinidades (polí​ticas), impedía contar con la información sistemática necesaria. Incluso difi​cultaba el control debido para evitar las evasiones o moras en los aportes estatales o patronales (los aportes de los trabajadores eran descontados de sus haberes debiendo ser volcados a las Cajas por la parte empleadora, estatal, o privada).
A esto se agregaba la demora en ¡os trámites, que fomentaba la corrupción a través de las "recomendaciones" para "pronto despacho". Si bien corresponde a los comienzos de la década del 60, un informe de la Oficina internacional de! Trabajo (OIT) sobre Seguridad Social —citado por Finch— es ilustrativo de esta situación:
"En ¡a Caja se forman interminables colas de personas, muchas de las cuales muy ancianas, que apenas pueden andar, que esperan poder hablar con los miembros del Directorio o con algún funcionario, en la esperanza de lograr que alguien mueva más rápidamente sus expedientes".
La crisis desatada a partir de 1955 y especialmente la inflación, contribuyeron a agravar la situación del sistema jubilatorio, al desvalorizar sus reservas y disminuir los ingresos fiscales.
Pero como señala Finch, "la medida de la crisis se ve menos en el monto de los déficit de las Cajas mayores que en la disponibilidad y volumen de los beneficios". Cada vez más rápidamente se deteriora el poder adquisitivo de las asignacio​nes y con ello, se operaba la nueva salida al mercado laboral de los jubilados," en momentos, en que a su vez, la oferta de empleo tendía a disminuir.
